
Llaryora oficializa la baja 
del aporte máximo  
a la Caja de Jubilaciones

JUSTICIA 

� La reducción de la alícuota de 8% a 6% se anunciará mañana  
como parte de la nueva propuesta salarial a los judiciales.  

� La oferta, que aún a esta hora se termina de definir, incluye otros 
puntos claves para destrabar un conflicto que afectó el servicio de 
justicia por cinco meses.  

� La reducción del aporte se extenderá a todos los alcanzados por 
ese máximo, fijado en la reglamentación de la ley 11087  
y va en línea con un fallo del TSJ.  

� ¿A cuántos alcanza la baja?
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La autonomía de la voluntad  
permite extinguir el acuerdo  
original y establecer una nueva 
distribución del bien sucesorio 
cuando todavía no produjo efectos 
registrales frente a terceros.  

Herederos pueden 
adjudicar inmueble 
no inscripto
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Por ese motivo, perdió el derecho 
a contestar, dado que el planteo 
cautelar tiene una regulación  
específica en el CPCC y constituye 
un incidente autónomo.

Sustitución de  
embargo: dejó vencer 
el plazo de tres días 
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Se concluyó que la imposibilidad 
de garantizar un anestesiólogo 
permanente para partos vaginales 
-durante la pandemia-  
no configuró una conducta  
humillante ni una omisión  
médico-asistencial.

Rechazaron una  
demanda por  
violencia obstétrica 
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La Corte Suprema dispuso 
un aumento salarial de 
2,1% retroactivo a julio 
para todo el Poder  
Judicial de la Nación 

Leyes y Comentarios
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Inteligencia artificial 
y planeamiento  
estratégico:  
el dilema de las  
empresas familiares 

El especialista Claudio Pizzi hace 
foco en el choque entre la  
adopción masiva de tecnología 
para apagar incendios cotidianos 
y la falta de preparación  
estructural en el entramado 
pyme nacional. 11A

Valentina Latzina, jueza y docente, 
analiza los principales  
interrogantes que plantea el  
nuevo contexto y adelanta algunos 
de los ejes del curso que dictará 
con el juez Gustavo Massano.

La reforma laboral y el 
desafío de encontrar 
nuevas vías para  
reparar los daños

8A

La elección y fundamentación de 
las fórmulas, la distinción entre 
daño pasado y futuro,  
la incapacidad vital y el cálculo de 
intereses son claves, bajo la lupa 
del juez Joaquín Ferrer.

Cuantificación de  
daños: errores que 
pueden reducir  
el valor real de  
una indemnización 

9A

Finanzas abiertas:  
las cooperativas y 
mutuales de ahorro 
se adaptan al mapa 
tecnológico actual 4A
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ECONOMÍA 

Milei inicia una semana 
recargada para recuperar 
la iniciativa política
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�Según un informe de Opina 
Argentina, en agosto, 60% de 
los encuestados consideró 
que su situación empeorará 
en los meses siguientes.  

�Se trata de siete puntos  
porcentuales mayor que el 
mes inmediato anterior. 

�Además, 48% de los  
consultados asegura  
no llegar a fin de mes con 
sus ingresos.

El pesimismo sobre el futuro 
económico alcanzó el nivel más 
alto en la gestión libertaria
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L
a última encuesta realizada 
por Opina Argentina reveló 
que el pesimismo sobre el fu-

turo económico alcanzó en agos-
to su nivel más alto desde el final 
del gobierno Alberto Fernández.  

Según el Informe de Expectati-
vas Económicas, 60% de los con-
sultados considera que su situa-
ción personal empeorará en los 
próximos meses. Este dato repre-
senta un salto de siete puntos 
porcentuales respecto al mes an-
terior y consolida una tendencia 
que se agravó de forma sostenida 
durante el año. 

El informe, elaborado sobre 
una muestra de 1507 casos en-
cuestados de forma online en to-
do el país entre los pasados días 7 
y el 11, revela que el malhumor 
social vinculado al rumbo de la 
economía dejó de ser una percep-
ción coyuntural para convertirse 
en un “rasgo estructural de la opi-
nión pública”. 

En esa línea, para los consulta-
dos la estabilización de los indi-
cadores macroeconómicos no se 
tradujo en una mejora del bolsillo 
de las familias, y esa brecha entre 
los datos “macro” y la experiencia 
cotidiana es la que domina el es-
tado de ánimo de la población. 

El deterioro de las perspectivas 
a futuro convive con una microe-
conomía bajo presión.  

Casi la mitad (48%) de los en-
cuestados afirmó no llegar a fin 
de mes, mientras que apenas 18% 

declaró haber podido ahorrar du-
rante el último mes.  

En tanto,32% restante llegó a 
cubrir sus gastos básicos, pero sin 
margen para el ahorro. Esa res-
tricción se traduce directamente 
en las decisiones de consumo: 
62% de los consultados señaló 
que no es un buen momento para 
comprar electrodomésticos, y 
75% indicó que no hizo ningún 
gasto en salidas de esparcimiento 
-cine, teatro, cenas- durante el úl-
timo mes. 

Este último dato incluye a seis 
de cada 10 votantes de Javier Mi-
lei y Patricia Bullrich en las elec-
ciones de 2023, lo que marca un 
debilitamiento de la base social 
que sostuvo las expectativas ini-
ciales del programa económico 
del gobierno.  

La tolerancia al ajuste fiscal, 
que funcionó como un colchón 
político para la administración li-
bertaria, muestra señales de ago-
tamiento. 

Por otro lado, la desocupación 
se afianzó como el principal pro-
blema que los ciudadanos espe-
ran que el gobierno resuelva: el 
36% la ubicó en el primer lugar de 
su lista de preocupaciones. 

Le siguen la corrupción (32%), 
la inflación (11%) y la inseguridad 
(nueve por ciento), en ese orden. 
Además, 64% de los encuestados 
declaró sentir temor a que algún 
integrante de su familia pierda el 
empleo en los próximos meses. 

En materia de precios, la con-
fianza en el proceso de desinfla-
ción también se debilitó.  

Más de la mitad (55%) de los 
consultados cree que la dinámica 
inflacionaria se acelerará en los 
próximos meses, frente a sólo 
22% que estima que los precios 
bajarán.  

Apenas 34% considera que el 
Gobierno está resolviendo el pro-
blema de la inflación, mientras 
que el 63% cree que no lo está so-
lucionando.  

En cuanto al dólar, 57% prevé 
que su cotización subirá y 32% 
confía en que seguirá igual. 

El sondeo también relevó otros 
datos de la vida cotidiana como la 
percepción de la calidad de los 
alimentos que se consumen en 
los hogares: 54% de los encuesta-
dos indicó que empeoró en el úl-
timo mes. 

La atribución de responsabili-
dades políticas acompaña el de-
terioro del humor social: 63% de 
los encuestados señala al gobier-
no de Milei como el principal res-
ponsable de la crisis económica 
actual, contra 35% que apunta al 
gobierno anterior de Alberto Fer-
nández, Cristina Fernández de 
Kirchner y Sergio Massa.  

Esa proporción viene creciendo 
de forma ininterrumpida desde 
diciembre de 2023, cuando la re-
lación era prácticamente inversa. 

El rechazo a las iniciativas legis-
lativas del Poder Ejecutivo com-

pleta el cuadro. Alrededor del 
60% de los encuestados expresó 
una opinión negativa sobre los 
tres proyectos de ley enviados re-
cientemente al Congreso: la Ley 
de Inviolabilidad de la Propiedad 
Privada, la Ley de Inocencia Fis-
cal y el llamado Super RIGI (Régi-
men de Incentivo para Grandes 
Inversiones en Nuevas Indus-
trias). En los tres casos, el rechazo 
superó 58%. 

El nivel de pesimismo registra-
do en agosto de 2026 empata con 
el que se medía al cierre de la pre-
sidencia de Fernández, un perío-
do que la opinión pública asocia 
con una de las etapas de mayor 
deterioro económico reciente. 
Que ese umbral vuelva a alcan-
zarse en el tercer año de la actual 
gestión representa una luz de 
alerta para la Casa Rosada de cara 
a las elecciones de 2027. 

El pesimismo sobre el futuro 
económico alcanzó el nivel más 
alto en la gestión libertaria

El Gobierno de Javier Milei tendrá 
una semana marcada por la activi-
dad política, la agenda legislativa y 
reuniones con gobernadores y le-
gisladores.  

El Presidente encabezará hoy 
una reunión de Gabinete y el 
martes mantendrá un encuentro 
con diputados y senadores, 
mientras que el miércoles la Cá-
mara de Diputados debatirá la 
reforma de la Carta Orgánica del 
Banco Central y el proyecto de 
Inocencia Fiscal II. 

La actividad oficial se iniciará es-
te lunes, cuando Milei encabece, 
desde las 10, una reunión de Gabi-
nete. La última vez que el jefe de 
Estado había reunido a sus minis-
tros había sido el pasado 9 de julio, 
tras el Tedeum en la Catedral Me-
tropolitana por el Día de la Inde-
pendencia. 

Durante la mañana, el jefe de 

Gabinete, Diego Santilli, participa-
rá de la apertura del NQN Day, en 
el Centro de Convenciones de la 
Ciudad de Buenos Aires. Por la tar-
de, firmará junto al ministro de 
Economía, Luis Caputo, un conve-
nio con el gobernador de Río Ne-
gro, Alberto Weretilneck, para 
avanzar en el traspaso de ferroca-
rriles y rutas. 

 
Mesa política 
Mañana martes 25, a las 11, el vo-
cero presidencial, Adrián Ravier, 
brindará una conferencia de pren-
sa. Dos horas después se reunirá la 
Mesa Política del Gobierno. 

Por la tarde, Milei recibirá a di-
putados y senadores, en un en-
cuentro que tendrá lugar en la pre-
via de una semana clave para el 
Congreso y para los proyectos im-
pulsados por el oficialismo. 

El miércoles 26 estará concen-

trado en la actividad parlamenta-
ria. El Senado realizará un encuen-
tro de Labor Parlamentaria, mien-
tras que Diputados sesionará para 
tratar dos iniciativas: la reforma de 
la Carta Orgánica del Banco Cen-
tral y el proyecto denominado Ino-
cencia Fiscal II. 

La modificación de la Carta Or-
gánica del Banco Central forma 
parte de la agenda económica del 
Gobierno y apunta a redefinir el 
funcionamiento y los objetivos de 
la autoridad monetaria. 

Mientras, el jueves, Milei brinda-
rá un discurso ante alumnos de 
cuarto y quinto año del Colegio 
ORT. El eje de la exposición será 
ética e inteligencia artificial. 

La agenda presidencial se com-
plementará durante la semana con 
distintas actividades de los minis-
tros en el interior del país. 

Entre el 27 y el 29, la ministra de 

Seguridad, Alejandra Monteoliva, 
viajará a Tierra del Fuego para par-
ticipar de la inauguración de una 
nueva región de la Policía de Segu-
ridad Aeroportuaria (PSA). 

Por su parte, el ministro de Justi-
cia, Juan Bautista Mahiques, parti-
cipará de un acto institucional en 
Posadas, Misiones, por la entrada 
en vigencia del Código Procesal 
Penal Federal en ese distrito. 

Además, la ministra de Capital 
Humano, Sandra Pettovello, enca-
bezará en la provincia de Salta el 
inicio de las actividades del Tren 
25 de Mayo, en el municipio de 
Campo Quijano. 

 
La agenda 

Lunes 24 

10.00: reunión de Gabinete en-
cabezada por Javier Milei. 

Mañana: Diego Santilli participa 
de la apertura del NQN Day. 

Tarde: Santilli y Luis Caputo fir-
man un convenio con Alberto We-
retilneck. 

Martes 25 

11.00: conferencia de prensa de 
Adrián Ravier. 

13.00: reunión de la Mesa Política. 
Tarde: Milei se reúne con dipu-

tados y senadores. 
Miércoles 26 

Labor Parlamentaria en el Senado. 
Sesión en Diputados por la re-

forma de la Carta Orgánica del 
BCRA e Inocencia Fiscal II. 

Jueves 27 

Milei brinda un discurso ante 
alumnos del Colegio ORT sobre 
ética e inteligencia artificial. 

Del 27 al 29 

Alejandra Monteoliva viaja a Tie-
rra del Fuego. 

Juan Bautista Mahiques partici-
pa de un acto en Posadas. 

Sandra Pettovello encabeza acti-
vidades del Tren 25 de Mayo en 
Salta.

Según un informe de Opina Argentina, en agosto, 60% de los encuestados  
consideró que su situación empeorará en los meses siguientes.  
Se trata de siete puntos porcentuales mayor que el mes inmediato anterior. 
Además, 48% de los consultados asegura no llegar a fin de mes con sus ingresos

Milei inicia una semana recargada para recuperar la iniciativa política
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E
l Gobierno de Córdoba ofi-
cializará mañana la reduc-
ción de la alícuota máxima 

de 8% de aportes para la Caja de 
Jubilaciones, fijada en la regla-
mentación de la ley 11.087 de 
emergencia previsional. 

La decisión confirmada a Co-
mercio y Justicia por fuentes ofi-
ciales, será comunicada como 
parte de la oferta salarial que el 
Tribunal Superior de Justicia 
(TSJ) entregará al gremio de judi-
ciales (AGEPJ), en el marco de 
una nueva audiencia en la Secre-
taría de Trabajo dentro de la con-
ciliación obligatoria. 

La propuesta salarial que inclu-
so este fin de semana fue perfec-
cionada -el TSJ pidió a la autori-
dad laboral postergar la audien-
cia prevista para el viernes hasta 
este martes, justamente para afi-
nar la oferta- incluirá, además de 
recursos extra para mejorar los 
salarios de los judiciales, la baja 
de la alícuota máxima de 8% a la 
Caja, incluida en la ley 11.087, a 
un valor de 6%, en línea con un 
fallo del TSJ sobre un planteo 
particular contra los efectos de la 
ley de emergencia previsional vo-
tada en diciembre pasado. 

Si bien sólo un porcentaje me-
nor de los empleados judiciales 
está alcanzado por ese aporte 
máximo, la baja de la alícuota era 
un pedido del gremio y de hecho 

también del resto de los sindica-
tos estatales, más aún tras el fallo 
del Máximo Tribunal. 

“La propuesta salarial incluirá 
una reducción del aporte máximo 
del 8 al 6%”, confirmó a Comercio 
y Justicia una fuente inobjetable. 

 
Para el resto 
La novedad que en rigor ya había 
sido anticipada por este medio 
tiempo atrás, se venía demoran-
do. Ahora, si se plasma en la pro-
puesta salarial a los judiciales, la 
Provincia no tendrá mayor justifi-
cativo para no hacerla extensiva 
al resto de los alcanzados. 

De hecho, el informante dijo que 
esa decisión ya está tomada aun-
que no habló de plazos concretos 
para que se difunda el decreto fir-
mado por el gobernador Martín 
Llaryora con el cambio en la regla-
mentación a la norma previsional. 

Según pudo conocer este me-
dio, sólo entre los beneficiarios de 
la Caja, hay unos 6 mil pasivos al-

canzados por ese aporte máximo 
y que ahora se verán beneficiados. 

El costo fiscal por resignar esos 
ingresos extra será de entre 800 y 
850 millones de pesos por mes, 
un monto tal vez marginal pero 
que, en un contexto de creciente 
aumento del déficit de la Caja y 
con el escueto adelanto que envía 
Anses de 10 mil millones de pesos 
mensuales para cubrir el rojo de 
Córdoba cuyo valor total ronda 35 
mil millones de pesos, todo dine-
ro que se resigne es importante. 

 
Reclamo 
Por lo demás, el frente de gremios 
estatales que originalmente reu-
nía a 14 entidades y que tenía co-
mo común denominador su opo-
sición al ajuste previsional, ahora 
quedó virtualmente dividido.  

En ese contexto, el viernes se 
conoció un documento firmado 
por el SEP, la UEPC, el gremio de 
casinos, legislativos y Luz y Fuer-
za de Villa María en el que, entre 
otros puntos, reclama que el Go-
bierno cumpla con sus promesas 
y atenúe los efectos del “profun-
do ajuste” que aplicó a los jubila-
dos pero también a los activos. 

Concretamente, aduciendo 
que Llaryora recibió días atrás un 
anticipo financiero de la Nación 
por 400 mil millones de pesos y 
además que Anses duplicó los 
envíos mensuales a la Caja, el go-
bernador cumpla con morigerar 
los efectos de los sucesivos ajus-
tes previsionales que incluyeron, 
además de la suba de aportes, el 
diferimiento previsional y el pa-
go del Aporte Solidario, entre 
otros puntos. 

La reducción de la alícuota de 8% a 6% se anunciará mañana como parte de  
la nueva propuesta salarial a los judiciales. La oferta, que aún a esta hora  
se termina de definir, incluye otros puntos claves para destrabar un conflicto que 
afectó el servicio de justicia por cinco meses. La reducción del aporte se extenderá 
a todos los alcanzados por ese máximo, fijado en la reglamentación de la ley 11087 
y va en línea con un fallo del TSJ. ¿A cuántos alcanza la baja?

Llaryora oficializa la baja del aporte  
máximo a la Caja de Jubilaciones

ALFREDO FLURY 

aflury@comercioyjusticia.info
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L
a consolidación del Open Fi-
nance (Finanzas Abiertas) en 
América Latina dejó de ser 

una promesa futurista para con-
vertirse en una exigencia regula-
toria ineludible.  

Con países como Brasil lideran-
do a escala industrial con más de 
128 millones de consentimientos 
activos, y con avances normativos 
concretos en Colombia, Chile y el 
marco del Sistema de Finanzas 
Abiertas impulsado en Argentina, 
el sector financiero regional transi-
ta una transformación profunda.  

En este escenario, las cooperati-
vas de ahorro y crédito y mutuales 
financieras de Córdoba enfrentan 
un desafío histórico: integrar la 
tecnología o correr el riesgo de per-
der competitividad frente a la ban-
ca tradicional y las fintechs. 

A diferencia del Open Banking, 
enfocado estrictamente en cuen-
tas y transacciones, el Open Finan-
ce amplía el panorama al permitir 
que los usuarios -bajo su consenti-
miento expreso- compartan histo-
riales de créditos, inversiones y se-
guros entre diferentes entidades 
autorizadas.  

Es lo que se conoce como con-
sentimiento activo. Para las enti-
dades solidarias, cuya razón de ser 
es la cercanía con el asociado, esta 
herramienta representa un arma 
de doble filo. 

Por un lado, el acceso a datos fi-
nancieros interoperables median-
te interfaces de programación 
(API) seguras permite conocer me-
jor el perfil de riesgo de los asocia-
dos, agilizar el otorgamiento de 
préstamos y ofrecer servicios hi-
perpersonalizados.  

Por el otro, exige una moderni-
zación urgente de sus sistemas in-
formáticos centrales (core tecnoló-
gico), presupuestos destinados a 
ciberseguridad y una rigurosa go-
bernanza de datos. 

En Córdoba, donde el cooperati-
vismo financiero tiene un arraigo 
profundo tanto en la capital como 
en el interior productivo, la digita-
lización ya demostró ser exitosa 
con la masiva adopción de pagos 

mediante códigos QR y transferen-
cias inmediatas.  

El salto hacia las finanzas abier-
tas requiere ahora un esfuerzo aso-
ciativo: transicionar de esquemas 
tradicionales a plataformas cola-
borativas que permitan cumplir 
con los estándares técnicos sin 
perder la identidad mutual. 

La adaptación tecnológica ya no 
es una opción exclusiva de la ban-
ca digital.  

Para las cooperativas de ahorro 
cordobesas, subirse al tren del 
Open Finance es la llave indispen-
sable para garantizar su supervi-
vencia, potenciar la inclusión fi-
nanciera y seguir siendo el motor 
crediticio de las economías regio-
nales.

Finanzas abiertas: las cooperativas 
y mutuales de ahorro se  
adaptan al nuevo mapa tecnológico

Los pasados días 14 y 15  se des-
arrolló en Córdoba Capital Co-
Lab - Gestión y Territorio, el La-
boratorio de Acción Estratégica 
y Formación Dirigencial impul-
sado por la Confederación Ar-
gentina de Mutualidades (CAM).  

El espacio, enmarcado en el 
Plan Estratégico de la entidad, 
reunió a jóvenes dirigentes y re-
ferentes del sector para diagnos-
ticar problemas y construir he-
rramientas de cara al futuro del 
mutualismo. 

Durante la primera jornada se 
trabajó de manera participativa 
sobre los principales desafíos 
que enfrentan las mutuales.  

Entre los temas más mencio-
nados aparecieron la escasa inte-
gración de las miradas juveniles 
en la toma de decisiones, las difi-
cultades para atraer nuevas ge-
neraciones, las problemáticas 
económicas del sector y la nece-
sidad de mayor visibilidad social 
del modelo mutual. 

La segunda jornada avanzó 
hacia la formulación de pro-
puestas concretas. Uno de los 
momentos destacados fue la di-
sertación de Alexandre Roig, 
quien aportó una mirada estra-
tégica sobre liderazgo, gestión 
territorial y desafíos generacio-
nales. 

Como resultado del trabajo 
colectivo se elaboró una Agenda 
de Trabajo de la Juventud Mu-
tual, con acciones de corto y me-
diano plazo. Entre las iniciativas 
se incluyen el relevamiento de 

demandas y servicios que nece-
sitan los jóvenes, el fortaleci-
miento de la comunicación y la 
ayuda mutua, la creación de un 
sistema permanente de infor-
mación y la conformación de es-
pacios de acompañamiento a 
las mutuales. 

También se propuso avanzar 
en la creación de un Consejo Fe-
deral Juvenil de Innovación, con 
llegada directa al Consejo Direc-
tivo de CAM por medio de la vo-
calía de Juventud. El objetivo es 
consolidar un espacio federal de 
participación y generación de 
propuestas. 

El encuentro cerró con una 
mirada puesta en común: las 
nuevas generaciones no deben 
ser solo destinatarias de políti-
cas, sino protagonistas de la 
transformación institucional. 
CoLab dejó un punto de partida 
para un mutualismo más parti-
cipativo, innovador y federal, 
con Córdoba como sede de esta 
primera experiencia de labora-
torio dirigencial. 

El sector financiero regional transita una transformación profunda: Brasil 
lidera a escala industrial con más de 128 millones de consentimientos  
activos, y hay  avances normativos concretos en Argentina, Colombia y Chile

CoLab: el laboratorio de CAM que pone a 
la juventud en el centro del mutualismo

GENTILEZA
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L
a Cámara 2ª Civil y Comercial 
de Córdoba, integrada por las 
vocales Delia Inés Rita Carta 

de Cara y Silvana María Chiape-
ro, admitió la apelación de los 
herederos, revocó las resolucio-
nes que habían rechazado su 
pretensión y dejó sin efecto la ad-
judicación de un inmueble suce-
sorio a favor de A. M. P., para que 
se procediera conforme al nuevo 
acuerdo alcanzado por los here-
deros, que contemplaba adjudi-
car el bien a D. H. B. W. y M. F. B. 
W. y constituir un usufructo vita-
licio a favor de la primera.  

El tribunal consideró determi-
nante que la adjudicación original 
respondía a un acuerdo de natura-
leza convencional entre herederos 
mayores y capaces y que, al no en-
contrarse inscripta en el registro 
inmobiliario, podía ser extinguida 
por el consentimiento de quienes 
habían intervenido en su forma-

ción, en ejercicio de la autonomía 
de la voluntad.  

El conflicto se originó luego de 
que A. M. P., D. H. B. W. y M. F. B. 
W. denunciaran dentro del acervo 
hereditario un inmueble inscripto 
en el Registro de la Propiedad de la 
Ciudad de Buenos Aires y solicita-
ran inicialmente que fuera adjudi-
cado a la primera.  

El pedido fue admitido median-
te el auto 468 del 13 de septiembre 
de 2023. Posteriormente, los here-
deros pidieron dejar sin efecto esa 
adjudicación y disponerla a favor 
de D. H. B. W. y M. F. B. W., con 
usufructo vitalicio para A. M. P.  

El juzgado rechazó la petición 
porque entendió que el auto de ad-
judicación constituía título sufi-
ciente para transmitir o constituir 
el derecho real, independiente-
mente de su inscripción registral.  

Al revisar esa decisión, la cámara 
señaló que la cuestión consistía en 

determinar si los herederos pre-
sentes y capaces podían abando-
nar la modalidad de adjudicación 
previamente acordada y admitida 
judicialmente.  

La respuesta fue afirmativa a 
partir de la naturaleza convencio-
nal del acuerdo y del principio de 
autonomía privada. Explicó que, 
dentro de la comunidad heredita-
ria, cada heredero representa una 
parte y que la adjudicación consti-
tuye el resultado de un consenti-
miento plurilateral.  

 
Distribución 
El tribunal destacó que la distribu-
ción de los bienes hereditarios 
constituye un ámbito especial-
mente relevante para la autono-
mía de la voluntad, pues los here-
deros mayores y capaces pueden 
determinar la modalidad que me-
jor satisfaga sus intereses.  

Esa libertad no comprende sola-
mente intereses individuales sino 
también familiares. En ese marco, 
la autonomía familiar permite de-
cidir cómo repartir los bienes aten-
diendo incluso a circunstancias in-
trafamiliares que solamente cono-
cen sus integrantes, y el régimen 
de derecho privado fortalece esa 
clase de acuerdos.  

Desde esa perspectiva, la alzada 
aplicó el art. 1076 del CCCN y sos-
tuvo que el mismo consentimiento 
contractual que origina el acuerdo 
puede operar en sentido inverso 
como fuente del distracto. Por ello, 
la adjudicación inicialmente soli-
citada por los herederos y poste-
riormente dispuesta judicialmente 
podía extinguirse mediante un 
nuevo acuerdo celebrado por 
quienes habían intervenido en su 
perfeccionamiento.  

Según las vocales, no existía im-
pedimento para ello porque los in-
teresados conservaban intacta, co-
mo manifestación de su autono-
mía contractual, la facultad de ex-
tinguir el convenio y decidir de 
manera diferente.  

La falta de inscripción registral 
constituyó otro elemento decisivo. 
El fallo explicó que, tratándose de 
un inmueble, la inscripción de la 
adjudicación resulta necesaria pa-
ra proyectar frente a terceros la re-
alidad jurídico-registral, por lo que 
su ausencia reforzaba la posibili-
dad de modificar el acuerdo. 
Mientras la adjudicación no hu-
biera accedido al Registro de la 
Propiedad, no existía obstáculo 

para que sus propios otorgantes la 
dejaran sin efecto y dispusieran de 
otra manera los derechos sobre el 
bien integrante de la masa heredi-
taria. De ese modo, se concretaba 
el principio de autonomía recono-
cido a los herederos en la distribu-
ción del patrimonio sucesorio.  

En consecuencia, se revocaron 
los proveídos cuestionados, se 
dejó sin efecto la adjudicación a 
A. M. P. y se ordenó proceder 
conforme a la nueva petición for-
mulada por los herederos, con 
costas por el orden causado, se-
gún el art. 130 CPCC. 

Herederos pueden  
cambiar la adjudicación 
de un inmueble  
aún no inscripto

REGISTRO. La falta de inscripción de la adjudicación permitió dejar sin efecto la 

decisión original sobre el inmueble.

La autonomía de la voluntad permite extinguir el 
acuerdo original y establecer una nueva distribución 
del bien sucesorio cuando todavía no produjo efectos 
registrales frente a terceros

Autos: “B. W., H. - Declaratoria de  
Herederos" - EXPTE Nº 10218887

E
n la administración pública de la 
provincia de Córdoba, se mani-
fiesta una contradicción estruc-

tural que compromete la viabilidad de 
sus propias instituciones.  

Por un lado, el Ejecutivo provincial 
recurre de forma sistemática a la pre-
carización laboral en diversas reparti-
ciones gubernamentales, cubriendo 
puestos con pasantes, monotributistas 
y becarios en lugar de implementar 
concursos públicos o acudir a las bol-
sas de trabajo convencionales.  

Por otro lado, argumenta una situa-
ción de gravedad extrema en la Caja 
de Jubilaciones para justificar el incre-
mento de las alícuotas de aportes a los 
trabajadores de planta permanente.  

 Esta encrucijada plantea un interro-
gante elemental: si el sistema previ-
sional atraviesa un déficit crítico, la 
respuesta institucional lógica no debe-
ría ser el recorte, sino el fortaleci-
miento de la base de aportantes.  

Al eludir los ingresos formales a la 
planta permanente, el propio Estado 

reduce progresivamente el número de 
activos que tributan al sistema.  

La ecuación resulta insostenible a 
mediano y largo plazo: con una nómi-
na de aportantes regulares en retroce-
so y un número creciente de beneficios 
pasivos que liquidar, el financiamiento 
se torna inviable.  

Es el propio Gobierno el que, me-
diante sus prácticas de contratación 
atípicas, contribuye al desfinancia-
miento de la entidad previsional.  

 Ante este panorama, cobra relevan-
cia el papel de las instituciones de 
contralor y del Poder Legislativo.  

La Legislatura Unicameral, el Tribu-
nal de Cuentas y los organismos de 
supervisión provincial, tienen la res-
ponsabilidad constitucional de fiscali-
zar el uso de los recursos públicos y el 
cumplimiento de las normativas de 
empleo.  

La inacción o la falta de dictámenes 
concluyentes frente al uso extendido 
de figuras contractuales no aportantes, 
plantea interrogantes sobre la efectivi-
dad de las salvaguardas institucionales 
destinadas a velar por la transparencia 
y la sustentabilidad fiscal.  

 En este marco, la decisión de incre-
mentar el descuento sobre los salarios 

de los empleados públicos activos -
que en la práctica representa un re-
corte de hasta ocho por ciento de sus 
ingresos netos- adquiere un cariz de 
inequidad.  

Los trabajadores de planta soportan 
un esfuerzo contributivo adicional pa-
ra sostener la Caja, mientras la admi-
nistración central continúa incorpo-
rando personal bajo esquemas que no 
efectúan contribuciones al régimen 
previsional provincial.  

La falta de alineación entre la polí-
tica de contratación pública y la políti-
ca de sustentabilidad previsional, ge-
nera un desequilibrio que erosiona 
tanto la previsibilidad financiera de la 
provincia como la calidad de las rela-
ciones laborales dentro del aparato 
estatal.  

Ante este pésimo escenario, los tra-
bajadores aportantes al sistema previ-
sional provincial se preguntan si po-
drán jubilarse a futuro por el régimen 
actual o si se terminará avanzando -de 
seguir esta alarmante situación- hacia 
la definitiva destrucción de la Caja Jubi-
latoria cordobesa, para pasar a cobrar 
en el futuro una jubilación de indigen-
cia nacional, y todo eso, después de ha-
ber realizado elevados aportes previsio-
nales durante tantos años cuando esta-
ban en actividad, para así tener una ju-
bilación digna el dia de mañana.  

Parece ser que nadie está en condi-
ciones por estos días, de responder 
con absoluta certeza esa pregunta.

La paradoja del Estado cordobés: entre 
la precarización y la asfixia jubilatoria

u Carlos Emanuel Cafure 

Abogado 
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A
l considerar que el planteo 
cautelar posee una tramita-
ción específica y que el plazo 

para evacuar el traslado era de 
tres día, la Cámara 1ª en lo Civil, 
Comercial, Familia y Contencioso 
Administrativo de Río Cuarto de-
claró desierto el recurso de apela-
ción promovido por la parte acto-
ra y confirmó, en consecuencia, 
el decaimiento de su derecho a 
contestar el traslado del pedido 
de sustitución de embargo. Ade-
más, impuso las costas al recu-
rrente vencido.  

La resolución fue suscripta por 
los juecesMariana Andrea Pavón y 
Jorge José Aita Tagle.  

El conflicto se planteó en una 
demanda de rendición de cuentas 
iniciada por J. C. T. contra M. C. F., 
en cuyo marco el actor solicitó la li-
quidación de la sociedad de hecho 
Las Moreras III A, un proyecto ur-
banístico integrado originalmente 
por 145 lotes.  

Para estimar el capital a liquidar, 
señaló que quedaban 86 lotes sin 
vender y otros tres cuyas ventas 
habían sido anuladas, atribuyén-
doles un valor de $27.264.196,96.  

La demandada, al tomar cono-
cimiento del embargo trabado 
por ese monto sobre todos los 
lotes de su propiedad, sostuvo 
que la cautelar resultaba excesi-
va conforme las tasaciones 
acompañadas y pidió sustituirla 
por dos inmuebles.  

El juzgado corrió traslado al ac-
tor conforme al artículo 463 del 
CPCC “por el plazo de ley”. Notifi-
cado electrónicamente, no res-
pondió dentro del término consi-

derado aplicable y se declaró deca-
ído su derecho.  

El actor recurrió esa decisión 
sosteniendo que correspondía 
aplicar un plazo de seis días. Argu-
mentó que la sustitución pretendi-
da debía tramitar como incidente 
bajo las reglas del juicio abreviado 
y cuestionó que se hubiera utiliza-
do un término de tres días.  

Afirmó también que esa inter-
pretación lesionaba el debido 
proceso y que la entidad de la 
controversia exigía una sustan-
ciación más amplia, especial-
mente porque discutía la equiva-
lencia entre los bienes ofrecidos 
en sustitución y aquellos alcanza-
dos por el embargo. 

 
Suficiencia 
La alzada comenzó por examinar 
la suficiencia formal de la apela-
ción y recordó que la expresión de 
agravios exige una crítica concreta 
y razonada de los fundamentos de 
la resolución recurrida, sin que re-
sulte suficiente exteriorizar una 
mera discrepancia interpretativa.  

Bajo ese criterio concluyó que el 
escrito presentado no rebatió ade-
cuadamente las razones centrales 
de la decisión impugnada y, por 
ello, no resultaba apto para habili-
tar la instancia apelativa.  

Sin perjuicio de esa deficiencia, 
el tribunal examinó el planteo y 
consideró correcta la interpreta-
ción efectuada en primera instan-
cia. Explicó que los artículos 171 y 
463 del CPCC determinan que el 
pedido de sustitución debe sus-
tanciarse mediante traslado y que, 
cuando la ley o el tribunal no esta-

blecen expresamente otro térmi-
no, ese traslado se considera con-
ferido por tres días.  

También señaló que cualquier 
cuestionamiento respecto de la ex-
tensión del plazo debió formularse 
oportunamente contra el decreto 
que ordenó la sustanciación.  

El punto determinante fue la na-
turaleza procesal del pedido. La 
cámara sostuvo que el artículo 463 
del CPCC establece una tramita-
ción específica para la sustitución 
de embargo, consistente en su sus-
tanciación mediante un traslado.  

Por esa razón descartó aplicar el 
artículo 427 del mismo código, que 
remite subsidiariamente al juicio 
abreviado únicamente respecto de 
aquellos incidentes que carecen de 
regulación propia. 

En ese sentido, el fallo distinguió 
entre incidentes genéricos, caren-
tes de un procedimiento específi-
camente reglado, e incidentes au-
tónomos, que cuentan con una re-
gulación particular.  

La sustitución de embargo cons-
tituye un incidente autónomo y es-
pecíficamente reglado, por lo que 
debe sujetarse a su propio trámite 
y no al plazo de seis días pretendi-
do por el recurrente.  

De esta manera, quedó firme el 
decaimiento del derecho del actor 
a contestar el traslado. El recurso 
fue declarado desierto y las costas 
fueron impuestas a la parte recu-
rrente vencida, conforme al artícu-
lo 136 del CPCC.

El planteo cautelar tiene una regulación específica en el CPCC y constituye un 
incidente autónomo, por lo que no corresponde aplicarle supletoriamente el 
trámite de seis días previsto para los incidentes genéricos

Sustitución de embargo: dejó 
vencer el plazo de tres días y 
perdió el derecho a contestar

LOTES. La controversia se originó en la liquidación de un emprendimiento urbanístico y alcanzó a inmuebles sujetos a embargo. 

Autos: “T., J. C. c/ F., M. C. -  
Rendición de Cuentas Trám. Oral.” -  
EXPTE. SAC: 12870425.

IMAGEN ILUSTRATIVA

E
l término es nuevo. El fenómeno, 
no tanto. “Farmear aura” se vol-
vió una de esas expresiones que 

saltan de las redes a la conversación 
cotidiana. En la jerga digital, aura far-
ming alude a cultivar deliberadamente 
una imagen de seguridad, carisma o 
magnetismo para ganar atención o es-
tatus social. Surgió en TikTok y X hace 
un par de años y explotó globalmente 
durante 2025. Sólo ahora, en el corrien-
te mes, la expresión se volvió “furor” en-
tre chicos y adolescentes argentinos. 

La moda puede parecer trivial pero 
sirve como metáfora de un fenómeno 
bastante serio en las organizaciones: 
también ellas construyen un “aura”. La 
diferencia es que una persona puede, al 
menos por un tiempo, fabricar en el 
mundo digital una reputación abultada 
-aunque frágil o, incluso, falsa- me-
diante poses, gestos o escenas cuida-
dosamente construidas.  

Una organización no tiene tanta 
suerte. Tarde o temprano, su relato se 
cruza con la experiencia concreta de 
quienes trabajan allí o se relacionan 
con ella. 

En 2022, en Aportes para una Comu-
nicación Judicial Integral, propuse lla-
mar “aura organizacional” ese halo de 
percepciones que se forma alrededor 
de una institución. Entonces, escribí: “El 
público, interno y externo, experimenta 
esa ‘realidad’ de la organización, perci-
be su ‘aura”. Esa percepción no nace 
sólo de lo que la institución dice de sí 
misma sino de millones de mensajes, 
acciones y relaciones que circulan, mu-
chas veces, fuera del control de cual-
quier oficina de comunicación. 

Después complementé esa idea con 
dos términos menos románticos, pero 
más exactos: la comunicación institu-
cional es una responsabilidad transdis-
ciplinaria y transorganizacional. Pri-
mero, porque muchas decisiones que 
comunican se toman fuera de la disci-
plina de la comunicación y, luego, por-
que todos los integrantes, aun sin pro-
ponérselo, comunican en nombre de la 
organización. 

Por eso me resultó interesante escu-
char a Luciano Elizalde en el Primer 
Congreso Iberoamericano de Comuni-
cación Judicial, que organizamos desde 
JusCom. Allí utilizó una palabra espe-
cialmente gráfica para describir ese fe-
nómeno. “¿Qué hemos hecho con la co-
municación?”, se preguntó. “La desmo-
nopolizamos por completo”, concluyó.  

Señaló que el área de comunicación 
decidiría sobre 25% de las comunica-

ciones de una organización; otro 25% 
circularía en comunicaciones privadas y 
el 50% restante sería producido por los 
propios colaboradores y empleados. 

No significa que tres cuartas par-
tes de la imagen estén matemática-
mente fuera de control sino que bue-
na parte de la materia prima con la 
que se construye esa imagen circula 
por fuera de la decisión directa del 
área especializada. 

Elizalde, además, lo bajó al terre-
no judicial: cuando los empleados de 
un juzgado se van a sus casas, al 
gimnasio, a un asado o a un cumple-
años, siguen hablando de la organi-
zación. Y esa comunicación privada 
también es comunicación de marca, 
explicó. Con quien pasa por un tribu-
nal sucede exactamente lo mismo: se 
lleva consigo una historia sobre la 
Justicia y la cuenta. 

Fernando Ruiz retoma el concepto 
de “burocracia nivel de calle” de Mi-
chael Lipsky y señala que, en el día a 
día, la suerte concreta de los derechos 
se juega en quienes están en contacto 
directo con la ciudadanía. Lo resume 
en una frase potente: “Ellos son el 
puente o el muro hacia los derechos”. 

Y, desde la comunicación judicial, 
podríamos agregar que también pue-
den ser el puente o el muro hacia la 
confianza. 

Ese puente o ese muro no es sólo la 
mesa de entradas. Es también una re-
solución que se entiende o es críptica; 
una demora que se explica o es indife-
rencia; una audiencia bien o mal con-
ducida; una señalización que orienta o 
confunde; una plataforma digital que 
facilita o expulsa. 

Por eso, cuanto más “desmonopoli-
zada” está la comunicación, más estra-
tégica debería volverse su gestión. No 
para intentar controlarlo todo, lo que 
sería imposible, sino para generar co-
herencia.  

Menos obsesión por producir men-
sajes perfectos y más intervención 
efectiva en los procesos, en la cultura 
interna, en la atención, en el lenguaje y 
en las decisiones que después se trans-
forman en experiencia y, finalmente, en 
reputación. 

Quizás la Justicia tenga algo que 
aprender de los más jóvenes. Quizás de-
ba sumarse a la moda y farmear aura. 

Pero no con poses o dichos estraté-
gicamente diseñados sino con hechos 
que aporten coherencia entre lo que 
dice que es, lo que efectivamente hace 
y lo que las personas experimentan 
cuando se relacionan con ella. 

Porque el aura organizacional en la 
Justicia también se “farmea”. Sólo que, 
a diferencia de TikTok, acá los puntos 
se ganan haciendo bien las cosas.

Cómo farmear aura en la Justicia 
(spoiler: no alcanza con posar)

u Virginia Fourcade 

Máster en dirección de comunicación.  
Licenciada en comunicación institucional.  
Abogada. Vocal de la CD de JusCom. 
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L
as reformas introducidas por 
las leyes 27742 y 27802 modifi-
caron de manera sustancial el 

régimen de reparación de determi-
nados daños derivados de incum-
plimientos laborales.  

La derogación de sanciones e in-
demnizaciones específicas plantea 
ahora un interrogante central: 
¿qué herramientas jurídicas sub-
sisten para reparar los perjuicios 
sufridos por los trabajadores? 

Sobre este nuevo escenario y las 
posibilidades de recurrir a las re-
glas de la responsabilidad civil y 
del derecho común para abordar 
situaciones que ya no cuentan con 
una respuesta específica en la le-
gislación laboral, Valentina Latzi-
na, jueza de Conciliación y del Tra-
bajo de 10ª Nominación de Córdo-
ba, dialogó con Comercio y Justi-
cia. La temática será uno de los 
ejes del curso “Responsabilidad ci-
vil por daños derivados de irregu-
laridades registrales laborales y 
otros supuestos”, que dictará junto 
con el juez Civil y Comercial Gus-
tavo Massano. 

 
- ¿Qué cambió en materia de re-

paración de daños laborales a 
partir de las reformas introduci-
das por las leyes 27742 y 27802? 

- La ley 27742 derogó las sancio-
nes, multas e indemnizaciones 
previstas para los casos en que el 
empleador no registrara una rela-
ción laboral, consignara una fecha 
de ingreso posterior a la real o una 
remuneración inferior a la efectiva-
mente percibida por el trabajador. 

También dejó sin efecto las mul-
tas impuestas al empleador que, 
en su condición de agente de re-
tención, no hubiera ingresado a los 
organismos pertinentes las cuotas, 
aportes periódicos o contribucio-

nes correspondientes, así como 
aquellas vinculadas con la omisión 
de expedir las constancias y certifi-
cados previstos en el artículo 80 de 
la Ley de Contrato de Trabajo. 

Lo mismo ocurrió con las in-
demnizaciones previstas para 
determinados supuestos en los 
que el empleador despedía sin 
causa al trabajador luego de ser 
intimado por irregularidades en 

la registración o no abonaba en 
tiempo y forma las indemniza-
ciones y otros conceptos adeuda-
dos con motivo de la extinción 
del contrato de trabajo. 

A su vez, la Ley Nº 27802 de 
Modernización Laboral derogó, 
entre otras normas e institutos, 
una serie de estatutos profesio-
nales que contemplaban indem-
nizaciones especiales, así como 
la Ley Nº 11544 de Jornada de 
Trabajo y, con ello, el límite má-
ximo temporal durante el cual el 
trabajador podía estar a disposi-
ción de su empleador. 

 
- ¿Qué interrogantes genera 

hoy la derogación de los mecanis-
mos indemnizatorios vinculados 
con la falta o deficiente registra-
ción laboral? 

- Sabemos que la télesis de estas 
reformas ha sido incentivar el em-
pleo registrado, bajo la expectativa 
de producir un efecto espontáneo 
en esa dirección por parte de los 
empleadores. Sin dudas, ello supo-
ne que el legislador continúa otor-
gándole un valor especial a la re-
gistración y, por lo tanto, a los de-
rechos del trabajador que derivan 
de su cumplimiento. 

El dilema, entonces, consiste en 
determinar de qué modo el depen-
diente podrá adquirir esos dere-
chos cuando existan irregularida-
des registrales o se incumplan 
mandas legales y si contará, en su 
caso, con algún tipo de herramien-
ta para obtener una reparación 
económica frente a la vulneración 
de sus derechos. 

- Frente a este nuevo escenario, 
¿el trabajador quedó sin herra-
mientas de reparación o existen 
otras vías jurídicas para reclamar 
por los daños sufridos? 

- A nuestro modo de ver, la refor-
ma ha generado una suerte de la-
guna legal; es decir, una situación 
en la que un universo de casos no 
encuentra dentro del sistema labo-
ral una solución normativa explíci-
ta, ni obligatoria ni prohibida. 

De allí surge la necesidad de in-
tegrar ese aparente vacío. Ése es, 
precisamente, uno de los aportes 
iniciales que pretendemos acercar 
en este curso frente a un dilema 
complejo. 

Como apoyo axial de esta inicia-
tiva, cabe recordar la vigencia, con 
rigor constitucional, del principio 
de reparación integral que deriva 
del artículo 19 de la Constitución 
Nacional, así como la protección 
especial de los derechos de las per-
sonas que trabajan prevista en el 
artículo 14 bis. 

Esto nos lleva a preguntarnos 
qué sucede frente al reconoci-
miento de un daño cierto derivado 
del incumplimiento de las obliga-
ciones de registración u otros de-
beres legales del empleador, cuan-
do las vías de reparación específi-
cas que preveía el régimen anterior 
dejaron de tener vigencia. 

 
- ¿Qué posibilidades ofrece hoy 

el derecho común para reparar 
daños que ya no encuentran una 
respuesta específica en la legisla-
ción laboral? 

- Ése es el objetivo concreto 

del curso: identificar frente a 
qué tipo de incumplimientos del 
empleador resulta posible arti-
cular las reglas y teorías com-
prendidas en el régimen de re-
paración plena contenido en el 
derecho común, en particular en 
el Código Civil y Comercial, en 
diálogo con el sistema constitu-
cional, con el propósito de pro-
curar una compensación frente 
a esas infracciones. 

 
- ¿Qué rol adquieren las normas 

de responsabilidad civil frente a 
incumplimientos del empleador? 

- Verificada la existencia de un 
daño en los supuestos en cuestión, 
se procura vincularlo con las nor-
mas y principios de la responsabi-
lidad civil, a partir de una interpre-
tación integral del ordenamiento 
jurídico vigente. 

Nuestra propuesta es todavía 
una visión inicial, orientada a 
identificar posibles mecanismos 
reparatorios. Pero lo importante, 
creemos, es instalar el tema en el 
debate jurídico de todos los opera-
dores del derecho. 

 
- ¿En qué casos podría plantear-

se una reparación “extrasistémi-
ca”, por fuera de la indemniza-
ción tarifada propia del Derecho 
del Trabajo? 

- La pregunta nos remite nueva-
mente a una visión integral del sis-
tema jurídico. El derecho común 
podría acudir a complementar un 
régimen que, insistimos, conside-
ramos que ha quedado trunco en 
relación con determinados casos, 
sin una solución específica para un 
universo de situaciones que inevi-
tablemente se presentarán en la 
realidad y requerirán una respues-
ta jurídica. 

 
- ¿Cuáles son los principales 

errores que puede cometer un 
abogado al plantear actualmente 
un reclamo por daños derivados 
de irregularidades laborales? 

- Uno de los principales riesgos 
es equivocar la regla jurídica ade-
cuada para subsumir la situación 
fáctica sufrida por el trabajador. 

Si bien el tribunal puede refor-
mular jurídicamente el caso, esa 
actividad oficiosa puede derivar 
en un cambio de acción y provo-
car una afectación del principio 
de congruencia. En particular, 
también pueden presentarse 
problemas cuando se invocan 
como evidentes determinados 
menoscabos que, en rigor, no po-
seen esa característica. 

 
- ¿Qué herramientas concre-

tas se llevarán quienes partici-
pen del curso? 

La idea es comenzar a identifi-
car y debatir cuál puede ser la vía 
adecuada para cada supuesto en 
particular y, al mismo tiempo, 
analizar la actividad probatoria 
necesaria para demostrar el per-
juicio sufrido. 

Allí se requiere una labor especí-
fica, tanto en el ofrecimiento como 
en el diligenciamiento de los me-
dios de prueba. No sólo para acre-
ditar la existencia del menoscabo 
sino también para determinar su 
cuantía, que, como sabemos, ya no 
se encuentra tarifada.

La derogación de multas e indemnizaciones especiales por irregularidades  
registrales y otros incumplimientos laborales abrió un nuevo escenario  
de debate. Valentina Latzina, jueza y docente, analiza los principales  
interrogantes que plantean las reformas y adelanta algunos de los ejes  
del curso que dictará junto con el juez Gustavo Massano

Tras la reforma laboral, el desafío es  
encontrar nuevas vías para reparar los daños

n Curso: Responsabilidad civil por daños derivados de 
irregularidades registrales laborales y otros supuestos. 

n Dictan:  
- Valentina Latzina, jueza de Conciliación y del Trabajo de 10ª Nominación 

de la ciudad de Córdoba.  
- Gustavo Massano, juez Civil y Comercial de 51ª Nominación de la ciudad 

de Córdoba.  

n Fechas: Miércoles 23 de septiembre y jueves 1 de octubre.  

n Horario: 18 a 20. 

n Modalidad: virtual; clases online en vivo por plataforma Zoom.  

n Destinatarios: Abogados, magistrados, funcionarios  
y empleados de la Justicia.   

n Preinscripción e informes: Responsabilidad civil por daños derivados de 
irregularidades registrales laborales y otros supuestos - Comercio y Justicia.  

n Descuentos: 50% para suscriptores de Comercio y Justicia y Semanario 
Jurídico. Consultar por otros descuentos.  

n Organiza: Comercio y Justicia.
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GUSTAVO MASSANO y VALENTINA LATZINA. Docentes del curso “Responsabilidad civil por daños derivados  

de irregularidades registrales laborales y otros supuestos”, que dictará COMERCIO Y JUSTICIA. 

DANIEL BUSTOS



U
na demanda por daños pue-
de estar correctamente plan-
teada en materia de respon-

sabilidad y, sin embargo, terminar 
produciendo una indemnización 
económicamente insuficiente.  

Para el camarista Civil y Comer-
cial Joaquín Ferrer el problema 
puede estar en una deficiente es-
trategia de cuantificación del daño 
y de sus intereses. Así lo adelantó 
quién será docente del curso 
Cuantificación del daño en la in-
demnización de la incapacidad y el 
uso de las fórmulas,organizado 
por Comercio y Justicia, que co-
menzará el 17 de septiembre.  

“El abogado, el litigante, debe 
pensar en el resultado final, no so-
lamente en el monto de la deman-
da”, advierte. La pregunta, agrega, 
debería ser otra: “¿Qué valor eco-
nómico tendrá la indemnización 
cuando efectivamente la víctima o 
el damnificado la perciba?”. 

Sucede que entre el accidente 
que causa la incapacidad y el efec-
tivo cobro pueden transcurrir va-
rios años. En ese lapso pueden 
producirse inflación, variaciones 
salariales y cambios en las tasas de 
interés. Por eso, según explicó, la 
estrategia debe contemplar “todo 
el recorrido de ese crédito, desde el 
nacimiento del daño hasta su efec-
tivo pago”. 

Una demanda técnicamente co-
rrecta debería considerar, de ma-
nera simultánea, “el daño, su 
cuantificación, el valor económi-
co, la mora, los intereses y el efecti-
vo pago de la sentencia”.  

 
Pequeños errores,  
grandes diferencias 
En materia de daños a las personas, 
“pequeños errores conceptuales se 
traducen en grandes diferencias 
económicas”, afirmó. Entre ellos 
menciona reclamar una incapaci-
dad sin pedir la indemnización de 
todas sus consecuencias, utilizar 
una fórmula sin justificar la elec-
ción de sus variables, cuantificar el 
daño sin considerar que se trata de 

una deuda de valor o pedir intere-
ses sin determinar adecuadamente 
su fundamento y tipo. 

También advierte sobre las pre-
tensiones nominales que no con-
templan adecuadamente los efec-
tos de la inflación. El resultado de 
estos errores, señala, puede ser 
“una indemnización sustancial-
mente inferior a la que jurídica-
mente corresponda”. 

En su análisis, el escenario actual 
combina dos factores: una infla-
ción persistente que afecta el poder 
adquisitivo y la aplicación automá-
tica de fórmulas matemáticas fi-
nancieras, “casi como si fueran re-
cetas de cocina”, sin comprender la 
lógica financiera detrás de ellas. 

Así, pueden tomarse salarios de-
preciados, unificarse incorrecta-
mente los plazos de cálculo, apli-
carse tasas de interés inadecuadas 
o confundirse obligaciones de di-
nero con obligaciones de valor. Se-
gún estimó Ferrer, estos errores 
pueden hacer perder “aproxima-
damente entre 15% y 20% del valor 
real del crédito”, afectando la repa-
ración de la víctima y también los 
honorarios del letrado. 

 
Fórmulas: una herramienta,  
no una receta 
La fórmula Marshall tiene una im-
portancia central en Córdoba y la 
doctrina judicial local la aplica des-
de hace más de 40 años. Sin embar-
go, el juez aclaró que no es la única. 
También mencionó fórmulas como 
Acciarri, Vuotto - Méndez y la abre-
viada Las Heras-Requena. 

Sin embargo, el problema más 
habitual no sería la ausencia de 
fórmulas sino el uso incorrecto de 
las variables o componentes que 
las integran. 

Uno de los errores recurrentes se 
presenta al calcular el daño patrimo-
nial y no distinguir adecuadamente 
sus dimensiones temporales.  

Otro punto que genera discusión 
es la valoración de la denominada 
incapacidad vital. El concepto, ex-
plica el docente, alude a la afecta-
ción psicofísica que trasciende el 
ámbito estrictamente laboral o pro-
ductivo y repercute en las activida-
des cotidianas, sociales, relaciona-
les y económicas de la persona. 

A partir de la doctrina de repara-
ción integral desarrollada por la 
Corte Suprema, señala que la in-
demnización por lesiones e incapa-
cidad psicofísica no debería limitar-
se a la pérdida de ingresos presentes 
o futuros. También debe contem-
plarse la disminución de la aptitud 
genérica de la víctima para desen-
volverse con autonomía y realizarse 
en los distintos órdenes de la vida. 

Entre los precedentes que se 
analizarán en el curso menciona 
“Ontiveros” y “Grippo”, y, en el 
ámbito local, el aporte de la Sala 
Civil del Tribunal Superior de Jus-
ticia a partir del caso “Dutto”. 

Para el litigante, uno de los as-
pectos centrales es cómo valorar la 
trascendencia económica de acti-
vidades que no generan un sueldo 
directo. Las tareas domésticas y co-
tidianas, por ejemplo, pueden te-
ner “valor o significación económi-
ca implícita que se pierde o se en-
carece al sufrir una incapacidad”. 

 
Sobre los intereses 
Las tasas de interés constituyen otro 
de los puntos que hoy exigen espe-
cial precisión. El entrevistado remi-
te al precedente “Barrientos”, dicta-
do por la Corte Suprema a fines de 
2024, y al fallo “Ávila” del Tribunal 
Superior de Justicia de Córdoba. 

La clave está en partir de que 
una indemnización por daños es 
una deuda de valor. Si el capital se 
cuantifica a valores actuales al mo-
mento de la sentencia, explica, no 
correspondería aplicar desde el 
hecho hasta esa fecha una tasa que 
incorpore nuevamente compo-
nentes inflacionarios. 

Por eso propone distinguir dos 
momentos. “¿Desde cuándo co-
rren los intereses y qué tasa aplica-
mos para cada momento?”, resu-

me al explicar el esquema. 
“El primer tramo, desde el hecho 

a la sentencia, el inicio de los inte-
reses moratorios jamás se mueve, 
se corre desde el día mismo del ac-
cidente o del daño, pero como a la 
fecha de la sentencia estamos di-
ciendo que el capital se va a actua-
lizar como una deuda de valor, en 
ese primer tramo se va a aplicar es-
ta tasa pura, que puede ir entre seis 
por ciento y ocho por ciento 
anual”, explicó el camarista. 

El tramo dos, que es cuando se 
cuantifica esa deuda de valor en la 
sentencia, o sea, desde la sentencia 
hasta el efectivo pago, “la deuda de 
valor muta a ser una deuda de di-
nero, una obligación dineraria. A 
partir de ahí sí se empiezan a fijar 
las tasas de uso judicial”. 

 
Ingresos variables en foco 
La determinación de los ingresos 
también presenta dificultades cuan-
do la víctima no tiene salario regis-
trado o percibe ingresos variables, 
como puede ocurrir con trabajado-
res independientes y profesionales. 

En esos casos, consideró que no 
debería tomarse simplemente el 
último recibo o ingreso disponible, 
sino que debe probarse y determi-
narse el promedio de la actividad 
anterior al hecho y procurar actua-
lizarlo a un valor lo más próximo 
posible a la sentencia. 

Finalmente, sostiene que domi-
nar estas herramientas puede 
“marcar una diferencia sustancial 
en el resultado económico del jui-
cio”. Para el profesional, el desafío 
es evitar que errores técnicos ter-
minen dejando al reclamante fren-
te a una indemnización insuficien-
te o “licuada” y, al mismo tiempo, 
reduciendo el valor económico de 
su propio trabajo. 

n Curso: Cuantificación del Daño en la Indemnización  
            de la Incapacidad y el uso de las Fórmulas 

n Fechas: 17 y 24 de septiembre. 

n Horario: 18 a 20. 

n Modalidad: clases en vivo por Zoom (con grabación disponible). 

n Arancel: $89.000 

n Certificado: se entrega certificado de participación. 

n Docente: Joaquín Ferrer, vocal de Cámara de Apelaciones en lo Civil y 
Comercial del Poder Judicial de Córdoba.  

n Destinatarios: abogados, magistrados, funcionarios y empleados del Po-
der Judicial. Contadores, empresarios, estudiantes avanzados.  

n Descuentos especiales están disponibles para suscriptores de Comercio y 
Justicia y Semanario Jurídico, matriculados en los principales colegios de 
abogados de la provincia, afiliados de la AGEPJ y miembros de la Asocia-
ción de Magistrados y Funcionarios del Poder Judicial de Córdoba. 

n Más información e Inscripción:  
https://comercioyjusticia.info/producto/cuantificacion-del-dano-en-la-in-
demnizacion-de-la-incapacidad-y-el-uso-de-las-formulas/
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Una demanda puede estar correctamente planteada en materia de responsabilidad 
y, aun así, derivar en una reparación insuficiente. La elección y fundamentación 
de las fórmulas, la distinción entre daño pasado y futuro, la incapacidad vital y 
el cálculo de intereses son claves. El análisis del juez Joaquín Ferrer

JOAQUÍN FERRER. El juez 
advierte sobre el impacto 
de una incorrecta  
cuantificación del daño.

Cuantificación de daños: los errores 
que pueden reducir hasta 20%  
el valor real de una indemnización

CAROLINA KLEPP 

cklepp@comercioyjusticia.info

DANIEL BUSTOS
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ATE debe indemnizar a un militar 
retirado por “escracharlo”  
en el lugar donde reside

La Cámara 1ª en lo Civil y Comer-
cial de Córdoba admitió el recurso 
de un accionante, revocó el recha-
zo de la demanda y condenó a la 
Asociación Trabajadores del Esta-
do (ATE) - Seccional Córdoba a in-
demnizarlo por el “escrache” he-
cho en el ingreso de un barrio mi-
litar, al considerar que esa con-
ducta no constituyó un ejercicio 
regular de la libertad de expresión 
ni de los derechos sindicales sino 
“un acto de hostigamiento públi-
co innecesario y excesivo”, sus-
ceptible de lesionar el honor y la 
reputación. El tribunal, integrado 
por Guillermo P. B. Tinti, Julio C. 
Sánchez Torres y Andrés Federico 
Varizat, fijó $5 millones por daño 
moral y $408.000 por gastos de te-
rapia psicológica, más intereses, y 
ordenó publicar la sentencia.  

El actor había demandado a 
ATE, atribuyéndole una campaña 
de difamación vinculada con un 
conflicto laboral suscitado cuan-
do se desempeñaba como admi-
nistrador de una farmacia del 
Instituto de Obra Social de las 
Fuerzas Armadas (Iosfa). Una 
empleada y delegada gremial lo 
había denunciado por maltrato 
laboral, violencia de género y dis-
criminación gremial. En ese con-
texto, el sindicato efectuó publi-
caciones y, el 10 de marzo de 
2023, realizó una manifestación 
en el lugar referido, donde distri-
buyó folletería y expuso pública-
mente al accionante. 

En primera instancia, la jueza 
Laura Mariela González rechazó 
integralmente la demanda. Con-
sideró que los escraches vincula-
dos con denuncias de violencia 
de género podían quedar com-
prendidos dentro de la libertad 
de expresión y entendió aplicable 
la doctrina de la real malicia. Se-
gún esa interpretación, ATE con-
taba entonces con elementos su-
ficientes -el relato de la denun-
ciante y actuaciones de la Oficina 
de Perspectiva de Género del Ios-
fa- para considerar verosímiles 
los hechos denunciados, sin que 
pudiera atribuírsele conocimien-
to de su falsedad o indiferencia 
respecto de ella.  

La cámara discrepó con ese en-
cuadre. El voto de Tinti, al que se 
adhirieron los restantes vocales, 
reconoció la relevancia constitu-
cional de la libertad de expresión y 
del derecho de protesta, pero esta-
bleció una diferencia sustancial 
respecto del escrache dirigido es-
pecíficamente contra una perso-
na. Señaló que este último tiene 
“un destinatario unívoco y un ob-

jetivo claro que consiste en expo-
nerlo públicamente a una conde-
na social” y que, por ello, no podía 
justificarse automáticamente por 
la trascendencia pública de la pro-
blemática de género. 

 
Colectivo 
El tribunal tuvo especialmente en 
cuenta que ATE no era un colecti-
vo vulnerable carente de vías ins-
titucionales para formular sus re-
clamos sino una organización sin-
dical provista de herramientas ju-
rídicas para defender a sus afilia-
dos. Además, cuando se realizó el 
“escrache”, la denunciante ya ha-
bía recurrido a los mecanismos 
administrativos y judiciales co-
rrespondientes: se había iniciado 
un procedimiento ante Iosfa, el 
actor había sido apartado preven-
tivamente de la farmacia y tam-
bién se habían dispuesto judicial-
mente medidas de protección.  

En esas circunstancias, la cáma-
ra calificó la manifestación como 
“una actuación ilegítima y daño-
sa, reprobada por el derecho y lle-
vada a cabo con manifiesta indife-
rencia por los intereses ajenos”. 
Consideró configurado el dolo 
eventual del art. 1724 del CCCN 
porque ATE pudo representarse 
como probable el daño derivado 
de exhibir el rostro del actor y pro-
curar desacreditarlo frente a cole-
gas, amigos y conocidos, pese a lo 
cual continuó con su conducta. 
También juzgó indudable la rela-
ción causal entre el escrache y la 
afectación del honor, dado que 
esa modalidad de protesta persi-
gue precisamente comprometer 
la reputación de su destinatario.  

Respecto del daño moral, la 
prueba psicológica permitió co-
rroborar las consecuencias del 
episodio y la particular importan-
cia que para el actor tenían los va-
lores vinculados con su extensa 
carrera militar. La alzada conside-
ró acreditadas la perturbación 
anímica, angustia e impotencia 
derivadas de haber sido pública-
mente expuesto frente a personas 
de su ámbito profesional y social. 

En consecuencia, admitió par-
cialmente la demanda y condenó 
a ATE a pagar $5 millones por da-
ño moral y $408.000 por daño 
emergente correspondiente a te-
rapia psicológica, más intereses. 
Asimismo, ordenó publicar la 
sentencia firme a través de la Ofi-
cina de Comunicación del Tribu-
nal Superior de Justicia y en los 
canales de difusión de ATE, e im-
puso al sindicato las costas de 
ambas instancias. 

ARCHIVO

E
l Juzgado en lo Civil y Comer-
cial de 31ª Nominación de la 
ciudad de Córdoba rechazó 

una demanda por daños y perjui-
cios presentada por una pareja 
contra su obra social y el sanatorio 
donde la mujer se atendía cuando 
estaba embarazada. 

Los actores reclamaron una in-
demnización por el supuesto in-
cumplimiento del deber de trato 
digno y por violencia obstétrica. 
Argumentaron que se les impidió 
concretar su plan de parto elegido; 
esto es, un parto vaginal con anes-
tesia epidural.  

El núcleo del reclamo se centró 
en la negativa de la institución mé-
dica de asegurar la disponibilidad 
de un anestesiólogo de guardia las 
24 horas, exclusivamente para par-
tos vaginales no quirúrgicos, en el 
contexto sanitario de la pandemia 
de covid-19, cuando los profesio-
nales sólo estaban disponibles pa-
ra anestesias programadas en ce-
sáreas y mantenían guardias pasi-
vas para urgencias médicas. 

Los demandantes alegaron que 
la situación los forzó a abandonar 
la cartilla de su prestadora y con-
tratar de manera particular otra 
cobertura médica cuando el em-
barazo de la madre estaba avan-
zado, para acceder a la práctica 
que deseaban. 

El juez Aquiles Villalba rechazó 
la demanda tras concluir que las 
acusaciones de destrato y violen-
cia obstétrica carecían de susten-
to fáctico y probatorio. Subrayó la 
necesidad de evaluar los hechos 
dentro del complejo contexto de 
la pandemia, a fines de 2020, un 
período durante el cual el sistema 
sanitario se encontraba bajo un 
colapso severo y tenía recursos li-
mitados y protocolos de actua-
ción estrictos.  

El magistrado constató que el sa-
natorio proveyó los controles prena-
tales indispensables y los estudios 
requeridos por el Plan Médico Obli-
gatorio (PMO). Asimismo, la valora-

ción probatoria demostró que el no-
socomio contaba con un servicio de 
obstetricia adecuado y un sistema 
de guardia pasiva para emergen-
cias, que resguardaba la seguridad 
de la madre y del niño por nacer.  

En ese sentido, el sentenciante 
determinó que no se demostró con 
grado de verosimilitud suficiente el 
daño alegado y que la paciente “no 
tuvo alteraciones demostradas que 
encierren en sí mismo un acto u 
omisión generados de violencia 
obstétrica, toda vez que la fue aten-
dida en el marco de pandemia”. 

Villalba ratificó que la disconfor-
midad con las preferencias de par-
to de los médicos del staff o la im-
posibilidad estructural del estable-
cimiento de garantizar un aneste-
siólogo permanente para partos 
vaginales, en un contexto de fuerza 
mayor, urgencias o necesidad im-
periosa, no constituyen por sí solas 
conductas humillantes, denigran-
tes ni omisiones médico-asisten-
ciales, que configuren violencia de 
género u obstétrica bajo el amparo 
de las leyes 25929 y 26485.  

Al no comprobarse de manera 
fehaciente el nexo causal ni la exis-
tencia de un daño resarcible deri-
vado de una conducta antijurídica 
por parte de las demandadas, las 
pretensiones de los actores fueron 
desestimadas en su totalidad. 

El magistrado destacó que la 
causa debía analizarse bajo la 
obligación de juzgar “con criterio 
de igualdad como no discrimina-
ción” con respeto a los derechos 
constitucionales e internaciona-
les reconocidos.  

En tal sentido, destacó que la 
Convención Belém do Pará seña-
la que la violencia contra las mu-
jeres es una ofensa a la dignidad 
humana y una manifestación de 
las relaciones de poder teórica-
mente desiguales entre hombres 
y mujeres. En tal sentido, sostuvo 
que, para determinar sobre el ac-
to u omisión que hubieran vulne-
rado los derechos de la mujer, la 
causa se examinó bajo este para-
digma y lo normado por la ley 
25929 y su decreto reglamentario 
(2035/2015).  

Se concluyó que la imposibilidad de garantizar un anestesiólogo permanente para partos 
vaginales no configuró una conducta humillante ni una omisión médico-asistencial

Rechazaron una demanda por violencia 
obstétrica durante la pandemia

ARCHIVO
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“L
uego de años de asesorar a 
emprendedores y empre-
sas familiares, me surgió 

una duda inevitable: ¿están las 
pymes listas para adoptar la inteli-
gencia artificial (IA) y transformar-
la en una herramienta de planifi-
cación estratégica? En lugar de 
trasladar este interrogante a un 
empresario, decidí desafiar a la 
propia tecnología en sus distintas 
versiones. Su veredicto fue con-
tundente: ‘La respuesta honesta y 
cruda es que no, las pymes y em-
presas familiares argentinas no es-
tán preparadas a nivel estructural 
ni cultural para usar la IA en su pla-
nificación estratégica, aunque sí la 
están adoptando masivamente pa-
ra apagar incendios operativos co-
tidianos”, señaló a Factor Claudio 
Pizzi, máster en dirección estraté-
gica y director de la consultora 
Dorbaires. 

 
-¿Cuáles son los verdaderos be-

neficios de incorporar una meto-
dología de planificación a largo pla-
zo en este tipo de organizaciones? 

-Existen muchas ventajas que 
tiene el realizar un buen planea-
miento estratégico para este tipo 
de organizaciones. Se pasa de una 
gestión reactiva a una proactiva, lo 
que disminuye la dependencia del 
fundador en decisiones clave. Pro-
fesionaliza la administración, la 
prepara para su crecimiento, mejo-
ra la comunicación entre sus 
miembros (familiares y emplea-
dos), e incrementa sustancialmen-
te su capacidad para competir con 
empresas de mayor tamaño. En 
definitiva, trabaja para obtener una 
ventaja competitiva sostenible. 

Si le preguntamos a un empresa-
rio pyme en Argentina porque no 
planifica con un horizonte tempo-
ral mayor al año, seguramente dirá 
que no lo hace por la inestabilidad 
económica crónica, la lógica de la 
urgencia diaria y la política pendu-
lar que cada cuatro años se arroga 
facultades fundacionales.  

Quizás algunos se atrevan a reco-
nocer problemas internos debido a 
la falta de profesionalización en la 
gestión. Planificar en entornos di-
námicos no es un ejercicio sencillo. 
Requiere terminar con “la cultura 
del aguante en las pymes” caracte-
rizada por una elevada aversión a la 
toma de riesgos que impacta en el 
volumen de inversiones bajando 
las expectativas sobre el recupero 
del capital y la rentabilidad. 

-¿De qué manera la velocidad 
de las nuevas tecnologías redefine 
por completo el tablero competi-
tivo actual frente a los modelos 
tradicionales? 

-Cada revolución industrial 
irrumpe como un tsunami: una 
fuerza imparable que arrasa con 
cualquier resistencia. En el siglo 
XXI, la fusión de sistemas ciberfísi-
cos, IA, Internet de las Cosas, big 
data y computación en la nube es-
tá reconfigurando aceleradamente 
el consumo, las industrias y los 
mercados tanto en el aspecto local 
como en el plano global.  

El término “inteligencia artifi-
cial” se crea entre 1955 y 1956. Las 
primeras aplicaciones se dan en la 
década de 80. En el año 2022 la em-
presa Open AI lanza chat GPT API. 
Esta aplicación logró en tan sólo 
dos meses llegar a 100 millones de 
usuarios. Al teléfono le demandó 
75 años. Este simple hecho define 
el entorno competitivo actual en el 
que la velocidad de los datos supe-
ra la capacidad analítica humana. 
La integración de modelos predic-
tivos y algoritmos de optimización 
les permiten a las organizaciones 
vislumbrar escenarios futuros con 
una buena dosis de precisión.  

No obstante, este superpoder 
tecnológico conlleva riesgos sisté-
micos que son capaces de erosio-
nar la reputación de las marcas si 
no se administra con rigurosidad 
profesional. 

La IA en la actualidad es “el obje-
to más preciado” y las pymes no 
quieren perdérselo. No es para 
menos. El “marketing de la IA” nos 
promete “eficiencia y productivi-
dad, menores costos y más resulta-
dos”. Existe evidencia al respecto. 
Las revoluciones industriales ante-
riores redujeron drásticamente la 
mano de obra productiva.  

La actual hará lo mismo con 
cierto tipo de servicios. Para las 

pymes, la reducción de su estruc-
tura de costos es fundamental. Las 
nuevas generaciones de emplea-
dos impulsan el cambio interno de 
la IA consultiva a la generativa in-
tentando modificar procesos co-
merciales, cobranzas, contabili-
dad, créditos, producción, inven-
tarios, marketing, recursos huma-
nos”. El instinto empresarial dice 
que la decisión es acertada y debe 
ser acompañada. La IA aplicada de 
forma correcta puede anticipar es-
cenarios al procesar millones de 
variables externas en tiempo real 
como, por ejemplo, tendencias de 
mercado.  

Personalizar la operatoria al per-
mitir adaptar la oferta comercial y 
la cadena de suministro de forma 
dinámica, respondiendo al instan-
te a los patrones de comporta-
miento del consumidor. Optimizar 
recursos al liberar a los equipos ad-
ministrativos de las tareas de reco-
pilación de datos pesados, permi-
tiéndoles enfocar su tiempo en la 
interpretación creativa y la toma 
de decisiones críticas.  

Hasta aquí, “un lujo”, pero ¿qué 
ocurre cuando -a decir de Peter 

Drucker- la cultura se come a la es-
trategia en el desayuno y su adop-
ción descuidada y acelerada se rea-
liza sin una base estructural sólida?  

 
-¿Qué consecuencias reales su-

fren aquellas empresas que inten-
tan automatizar procesos sin an-
tes revisar sus bases operativas y 
culturales? 

-Las malas implementaciones 
han causado colapsos resonantes 
que subestimaron la complejidad 
del mundo real. Para ejemplos ma-
de in Argentina basta con ver a al-
gunos comerciantes quienes, sin el 
cambio cultural adecuado (pilar 
del planeamiento estratégico), han 
querido adaptarla a sus estructu-
ras incorporando chatbots y agen-
tes para captar y atender clientes 
por la red, sin contar con vendedo-
res preparados para rematar la 
venta, con inventarios incomple-
tos o carentes de políticas de repo-
sición adecuadas.  

El resultado: quejas, devolucio-
nes, consultas sin atender. Proble-
mas de posicionamiento que im-
pactan en el modelo de negocios y 
la rentabilidad. En las grandes em-
presas, las inconsistencias lógicas, 
los temas de sesgos, y el envenena-
miento de datos han causado co-
lapsos resonantes y pérdidas mi-
llonarias y reputacionales en em-
presas como McDonald's, Zillow, 
Volkswagen, IBM y Amazon. El he-
cho nos lleva a una reflexión que 
debe ser aprovechada por nuestras 
pymes.  

Recordemos que, en Argentina, 
existe un “balance general para la 
autoridad fiscal, otro para los ac-
cionistas, otro para los bancos, y 
así sucesivamente”. No puede es-
perarse menos de un país en el 
cual estimaciones del sector priva-
do y cruces de datos fiscales y labo-
rales indican que más de 70% de 
las micro, pequeñas y medianas 

empresas operan bajo un sistema 
mixto o totalmente informal.  

Ninguna solución de IA debe im-
plementarse sin un marco de cum-
plimiento claro, auditorías de da-
tos periódicas y validación cruza-
da. Las pymes deben aprender a 
“gobernar desde el diseño”. La tec-
nología tiene que servir para mejo-
rar y aumentar las capacidades hu-
manas. Las decisiones críticas re-
quieren siempre un filtro ético y 
estratégico de los directores y fun-
dadores.  

Se debe mapear la operación re-
al y asegurar la limpieza absoluta 
de los datos antes de delegarlos a 
un modelo. Hacerlo de forma in-
eficiente sólo acelerará el desastre. 
La IA es un catalizador extraordi-
nario pero la estrategia sigue sien-
do una disciplina profundamente 
humana. La verdadera ventaja 
competitiva pertenecerá a las 
pymes que logren equilibrar la au-
dacia de la innovación tecnológica 
con la prudencia de una gober-
nanza responsable.  

Es probable que, en unos años, la 
IA se transforme en un commodity 
porque, al parecer, la tecnología lo 
será. En su momento, Internet dejó 
de ser una ventaja competitiva pa-
ra hoy ser indispensable. Lo mismo 
ocurre con la computación en la 
nube. Ayer era un diferencial. Hoy 
es una infraestructura básica.  

En un horizonte de mediano 
plazo es probable que práctica-
mente todas las empresas tengan 
acceso a asistentes inteligentes, 
generación automática de docu-
mentos, análisis de datos, agentes 
de atención al cliente, automatiza-
ción de procesos, traducción y cre-
ación de contenido. Es decir, la 
tecnología estará disponible para 
todos a un costo cada vez menor. 

 
-¿Cómo es la utilización de la IA 

por las empresas en la actualidad? 
-En la actualidad, menos de 10% 

de las pymes y empresas familiares 
utiliza la IA para apoyar decisiones 
estratégicas. Entre 30% y 40% la 
utiliza para tareas aisladas (fabri-
cación de textos y/o imágenes, en-
vío de emails, etcétera). Por eso, 
antes de implementarla hay que 
tomar en cuenta el siguiente con-
sejo. Realizar una profunda “audi-
toría estratégica”.  

Un procedimiento que abarque 
no tan sólo la arquitectura hard 
(ERP, sistema contable, sistemas 
de controles internos, procesos y 
circuitos de aprobaciones, logísti-
ca y distribución) sino también la 
soft (la alineación de la cultura y los 
recursos humanos, los sistemas 
motivacionales, de dirección, el li-
derazgo y las definiciones de largo 
alcance como la estrategia, la mi-
sión, visión y valores corporativos, 
el modelo de negocios, las habili-
dades competitivas, la calidad del 
posicionamiento).  

La clave de la ventaja competiti-
va sostenible será integrar la estra-
tegia a los datos y a la IA; utilizar es-
ta herramienta para identificar 
nuevas oportunidades de negocio; 
anticipar cambios del mercado; 
optimizar decisiones financieras; 
personalizar la experiencia del 
cliente; y fundamentalmente, apo-
yar la planificación estratégica y la 
innovación. 

En diálogo con Factor, el especialista Claudio Pizzi hace un análisis profundo 
sobre el choque entre la adopción masiva de tecnología para apagar incendios 
cotidianos y la falta de preparación estructural en el entramado pyme nacional
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L
a utilización de inteligencia artificial (IA) 
generativa, en su estadio actual, en el 
ámbito jurídico y jurisprudencial, puede 

resultar problemática con relación a la con-
fiabilidad de la información obtenida. Res-
puestas que resultan convincentes pueden, 
sin embargo, contener una referencia jurídi-
ca inexistente o deformar el contenido de 
una fuente real sin ofrecer señales ostensi-
bles de error. La posibilidad obliga a una re-
visión crítica del modo en que estas herra-
mientas pueden ser utilizadas y del control 
que debe preceder a la incorporación de sus 
resultados al trabajo jurídico. 

El costo del chequeo tiene ya una expre-
sión empresarial bastante concreta: el “im-
puesto de verificación”. La herramienta 
produce el tiempo de búsqueda y redac-
ción pero a la postre cada afirmación jurídi-
ca requiere una instancia de control pro-
porcional al riesgo que genera. En una de-
manda o un informe de due diligence se 
trata de onerosas horas de revisión de un 
abogado senior. 

Como leading case conocido, en “Mata v. 
Avianca, Inc.”, resuelto por el District Court 
for the Southern District of New York en 2023, 
los abogados presentaron precedentes in-
existentes y citas ficticias generadas por 
ChatGPT. En su decisorio, el tribunal impu-
so una sanción de US$5.000 y sentó prece-
dente indicando que la utilización de una 
herramienta tecnológica no desplaza la res-
ponsabilidad profesional de verificar escri-
tos judiciales. 

En el ámbito empresarial, las organizacio-
nes que incorporan IA en sus departamen-
tos jurídicos no deberían administrar el ries-
go mediante una advertencia genérica del ti-
po “la IA puede equivocarse”. Se precisa una 
política corporativa que clarifique las herra-
mientas permitidas, así como el tipo y el al-
cance de la información que puede introdu-
cirse (vemos un sinfín de despidos con cau-
sa hoy por introducción indebida de datos 
personales en plataformas de IA). Importan 
también los supuestos en los que procede y 
el mecanismo previsto para la validación 
humana del resultado. 

Desde la óptica económica, además, la 
ecuación no cierra. Si un sistema de IA pro-
duce una respuesta plausible pero la fuente 
es irrastreable, el abogado se ve obligado a 
realizar manualmente la investigación. Aho-
ra, algo diferente sucede si la herramienta 
está correctamente entrenada y verificada 

por el licenciatario, y resulta confiable por-
que entrega una respuesta acompañada de 
fuentes oficiales y trazabilidad de citas. Allí 
la naturaleza de la revisión cambia, y la 
ecuación se torna favorable, además de me-
nos riesgosa. 

En el ámbito judicial, Argentina empieza a 
mostrar una dirección interesante mediante 
la resolución 111/2024 del Ministerio de 
Justicia, modificada posteriormente por la 
resolución 149/2024, el Programa Nacional 
Integral de Inteligencia Artificial en la Justi-
cia. La norma exige que los proyectos con-
templen evaluación de impacto, control de 
riesgos y capacitación ética, y establece co-
mo objetivo que la utilización de IA respete 
los derechos fundamentales. Vemos que la 
propia Justicia está utilizando IA para mejo-
rar el acceso a información jurídica. 

Aparece como segunda cuestión la frag-
mentación territorial del derecho argentino, 
un tema que se viene gestionando con con-
trol humano en jurisdicciones como Esta-
dos Unidos, bajo un federalismo aún más in-
tenso y legislaciones estaduales diversísi-
mas. Para una IA entrenada sobre grandes 
volúmenes de información jurídica una res-
puesta correcta en términos nacionales 
puede ser inútil para un litigio sometido al 
Código Procesal Civil y Comercial de Córdo-
ba. Las empresas que operan en distintas 

jurisdicciones conocen bien el problema. La 
herramienta que responde desde una biblio-
teca jurídica predominantemente porteña 
puede entregar una respuesta técnicamen-
te sofisticada y procesalmente equivocada. 
Comienzan a aparecer algunas soluciones 
de software con potencial, como Nino Legal, 
desarrollada en Córdoba, con asistentes es-
pecializados por fuero y búsqueda jurispru-
dencial con IA. 

Interesantemente, la Unión Europea (UE) 
ofrece una referencia regulatoria en su re-
glamento 2024/1689 (AI Act, Reglamento 
de Inteligencia Artificial), que considera de 
alto riesgo a sistemas destinados a asistir a 
autoridades judiciales en la investigación e 
interpretación de hechos y derecho y en la 
aplicación de la ley a casos concretos. El 
anexo III, punto 8(a), incluye expresamente 
esos usos; el considerando 61 explica la cla-
sificación por su impacto potencial sobre el 
acceso a la justicia y el debido proceso. A fin 
de cuentas, dice la UE, la decisión final debe 
permanecer bajo control humano. 

Seamos claros: no toda IA jurídica presen-
ta el mismo riesgo. Una herramienta que re-
sume un expediente para facilitar su lectura 
no plantea el mismo dilema que otra que re-
comienda el resultado probable de un litigio 
o genera un proyecto de sentencia. En tér-
minos matemáticos, diríamos que a mayor 

cercanía de la decisión jurídica, mayor exi-
gencia de trazabilidad y supervisión. 

Lo dicho importa consecuencias claras 
en el proceso de contratación de proveedo-
res de licencias de IA jurídica. En un contrato 
de licenciamiento de este tipo, debe quedar 
precisado qué fuentes utiliza el sistema y 
cuáles son sus mecanismos de actualiza-
ción. Se deberían exigir además garantías 
sobre la trazabilidad de las respuestas. 

Finalmente, deben tenerse en cuenta las 
políticas de privacidad, especialmente si es-
tán en juego secretos comerciales o datos 
personales. Ello vale también para estrate-
gias procesales y documentación que pue-
da encontrarse sometida a deberes de con-
fidencialidad, pues introducir tal material en 
una herramienta cuyo modelo o infraestruc-
tura no ofrece garantías suficientes puede 
generar un problema independiente del 
error jurídico por alucinación. 

Un estudio jurídico o una empresa que 
adoptan IA jurídica sin control pagan, enton-
ces, un alto impuesto de verificación. En la 
otra vereda, las organizaciones que se 
muestren capaces de diseñar arquitecturas 
de fuentes confiables con herramientas es-
pecializadas, con políticas claras y supervi-
sión humana suficiente, aumentarán de for-
ma inteligente su productividad. La diferen-
cia está en los límites. 

El costo de revisar jurisprudencia con inteligencia artificial
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